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Resumen 

Los subsidios a la energía son criticados debido a su ineficiencia económica, 
por promover un uso derrochador de la energía, y como consecuencia 
incrementar las emisiones de carbono. Por otro lado, los impuestos 
ambientales son defendidos como instrumentos de política eficientes. Sin 
embargo, eliminar los subsidios y aplicar impuestos a la energía puede ser 
difícil ya que los hogares vulnerables dependen de tener energía a precios 
bajos. Este estudio analiza el impacto de los aumentos en los precios 
energéticos para diferentes grupos de ingreso en 11 países de América Latina 
y el Caribe, utilizando un modelo de insumo-producto extendido para energía. 
Los resultados muestran que, si se toman en cuenta tanto los efectos directos 
como indirectos (cadena de valor) de las variaciones de los precios energéticos, 
los grupos de altos ingresos se benefician más de los precios bajos que los 
grupos de bajos ingresos. Los subsidios a la energía son una manera muy cara 
de transferir ingresos a los hogares pobres. En los países analizados usar 
subsidios energéticos costaría alrededor de US$12 para transferir US$1 de 
ingreso a los hogares en el quintil más pobre. Reciclar una pequeña fracción 
de los ingresos fiscales provenientes de la eliminación de los subsidios o de los 
impuestos a la energía podría ser suficiente para compensar a los hogares 
vulnerables de los efectos de los aumentos de precios. El análisis aquí 
presentado sugiere que las transferencias monetarias a los hogares pobres y 
los subsidios dirigidos al transporte público y a la alimentación son medidas 
efectivas para compensar a los hogares por la pérdida de bienestar. 
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Introducción 

Los subsidios a la energía son usados con frecuencia por los gobiernos para mitigar el 
impacto que generan los precios altos y volátiles del petróleo en los consumidores, prevenir 
la inflación, impulsar la competitividad y proteger los estándares de vida de segmentos 
vulnerables de la población (Marchán, Espinasa y Yépez-García, 2017; Kojima, 2016). 
Estas políticas traen como resultado altos costos fiscales e introducen distorsiones de 
precio que promueven el uso derrochador de la energía, incrementan las emisiones de 
gases de efecto invernadero y obstaculizan el desarrollo de la eficiencia energética y de 
tecnologías energéticas renovables (IEA, 2014).  

Al reconocer la ineficiencia de los subsidios energéticos, su alto costo fiscal y los 
perniciosos incentivos que producen para las emisiones contaminantes en general y para 
los gases de efecto invernadero (GEI) en particular, los gobiernos de muchos países se han 
comprometido a eliminar gradualmente los subsidios energéticos. Por ejemplo, en 

septiembre de 2009 los líderes del G20 −un grupo compuesto por las 20 economías más 

grandes del mundo, que incluye a Argentina, Brasil y México− se comprometieron a “la 
eliminación gradual y a la racionalización en el mediano plazo de subsidios ineficientes a 
los combustibles fósiles, mientras brinda apoyo a la población más pobre” (Rentschler y 
Bazilian, 2016).  

Adicionalmente, los países se han comprometido en el Acuerdo de París a 
estabilizar el calentamiento global por debajo de los 2°C, lo cual requerirá reducir las 
emisiones netas de carbono a cero antes del fin del siglo (Fay et al., 2015). Entre las muchas 
políticas que pueden ser utilizadas para apoyar esta transición (Fay et al., 2015; OCDE, 
2017), han recibido atención significativa los impuestos al carbono que incrementarían el 
precio de la energía. Los impuestos al carbono también son vistos como una política fiscal 
eficiente que podría reducir la informalidad, financiar la inversión en infraestructura y 
generar fondos para programas sociales y ambientales (Stiglitz y Stern, 2017; Vogt-Schilb 
y Hallegatte, 2017). Junto con otros ingresos fiscales provenientes de la eliminación de 
subsidios, los impuestos al carbono pueden contribuir a cerrar tres de las brechas más 
prominentes en América Latina y el Caribe (ALC). En promedio entre 2008 y 2014, los 
subsidios a la energía en ALC representaron cerca del 1,6% de su producto interno bruto 
(PIB) (Marchán, Espinasa y Yépez-García, 2017). 

A pesar de lo indicado, la reforma de los precios de la energía es en ocasiones difícil 
a causa de los impactos económicos y sociales adversos en el corto plazo (Di Bella et al., 
2016). Desde el punto de vista de la economía política, una razón para la existencia de los 
subsidios es que son un mecanismo visible mediante el cual los gobiernos proveen 
beneficios a los votantes pobres y de clase media, y en ocasiones a los intereses 
empresariales, a cambio por apoyo político (Vogt-Schilb y Hallegatte, 2017; Victor, 2009). 
Crear impuestos a la energía puede afectar negativamente a esos votantes e intereses 
especiales, lo cual va en detrimento del éxito de la reforma. Comprender los efectos que 
tiene aumentar los precios de la energía en todos los grupos de ingreso puede ayudar a 
diseñar e implementar políticas de precios más efectivas.  

Muchos estudios han concluido que, en general, los gobiernos tendrán poco éxito al 
reformar los subsidios si no comprenden los efectos que tiene su eliminación en los hogares 
y en otros grupos clave, no toman medidas específicas para contrarrestar dichos efectos y 
no las comunican apropiadamente (Rentschler y Bazilian, 2016; Vagliasindi, 2012). 
Independientemente de si los subsidios específicos son regresivos o progresivos, su 
eliminación gradual puede tener impactos nocivos sobre los hogares y votantes pobres y 
de clase media. Esto puede ser considerado un problema desde una perspectiva normativa 
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puesto que muchos gobiernos buscan mejorar, no empeorar, el nivel de vida de los hogares 
pobres y de clase media. Y los impactos sobre los hogares también pueden traducirse en 
una barrera de facto a reformas de precios energéticos ya que estos hogares pueden utilizar 
su poder político para obstruir aquellas reformas que perciben como negativas para sus 
mejores intereses (Trebilcock, 2014; Olson, 1977).  

Asimismo, los gobiernos que decidieron reciclar parte de los ahorros 
presupuestarios obtenidos en la reducción de los subsidios hacia medidas de 
compensación para grupos más vulnerables han tenido mayor éxito con sus reformas 
tarifarias (Rentschler y Bazilian, 2016; Sdralevich, Sab y Zouhar, 2014). Estas medidas 
compensatorias pueden tomar la forma de gasto en programas sociales específicos; por 
ejemplo, programas de transferencias monetarias, o cuando esto no es posible a través de 
la provisión de servicios subsidiados utilizados por los hogares vulnerables, tales como 
transporte público, educación, salud o alimentación escolar. También se han utilizado las 
exenciones impositivas a determinados hogares o sectores de la economía (Vagliasindi, 
2012). 

En este estudio se estima la fracción mínima de ingresos del gobierno resultante de 
la eliminación de subsidios o de impuestos a la energía que sería necesario redirigir hacia 
los hogares para compensarlos por los efectos de corto plazo de los aumentos en los 
precios de la energía. El análisis muestra que en promedio en los 11 países analizados tan 
solo el 19% del producto fiscal proveniente de un incremento de los precios de la gasolina 
y el diésel es suficiente para compensar el impacto del aumento de los precios en el 
bienestar del 40% de los hogares más pobres. El 27% de los ahorros gubernamentales que 
resultarían de la eliminación de subsidios o del incremento de impuestos al gas natural o el 
gas licuado de petróleo (GLP) sería suficiente para compensar a los dos quintiles inferiores. 
Finalmente, el 21% de los ahorros ganados en un aumento lineal de los precios de la 
electricidad sería suficiente para compensar al 40% inferior de los hogares por su pérdida 
de bienestar. El cuadro 8 al final de esta publicación provee la más original e importante 
contribución de este informe: un desglose por país y combustible de la porción de ahorros 
necesaria para compensar a los hogares en cada uno de los quintiles de ingreso. 

Además, se identifican los canales a través de los cuales los hogares son 
impactados directamente por los incrementos de precios para varios tipos de energía en 
cada país, ofreciendo una perspectiva sobre cómo los hogares pobres podrían ser 
compensados por la pérdida potencial de bienestar. En general, el análisis confirma un 
resultado conocido (Coady, Flamini y Sears, 2015): transporte público y alimentación son 
dos canales importantes a través de los cuales los hogares pobres son afectados por los 
aumentos en los precios de la gasolina, mientras que el impacto directo es más importante 
en el caso de aumentos de precios del gas y electricidad. Este análisis es el primero en 
cuantificar este resultado de manera detallada para 11 países de ALC.  

Para lograr estos objetivos se estimaron los impactos directos e indirectos en el 
presupuesto de los hogares causados por el aumento de los precios de combustibles y 
electricidad. Se analizaron hogares en todos los quintiles de ingreso en 11 países de ALC. 
El impacto directo mide en cuánto se afecta el gasto en energía de los hogares cuando se 
aumenta el precio de la energía. El impacto indirecto mide en cuánto se incrementan los 
precios de todos los otros bienes y servicios que dependen de la energía en su cadena de 
valor cuando se aumentan los precios de la energía y cómo afecta esto al gasto de los 
hogares. Se simulan aumentos de precios de todos los combustibles y electricidad en cada 
país, independientemente de si el país subsidia la energía, con el fin obtener una idea de 
la vulnerabilidad de la población a los incrementos de precios energéticos.   
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Para los países que subsidian los combustibles o la electricidad el estudio cuantifica 
cuáles hogares capturan más beneficios de los subsidios y cómo sería impactado cada uno 
si estos se redujeran. Para aquellos países que actualmente no subsidian la energía, el 

estudio revela cómo el aumento de los precios de la energía u otros aumentos −por ejemplo, 

los generados por impuestos al carbono− afectarían a los hogares en todo el espectro de 
ingresos. 

Contribución a la literatura 

Varios estudios previos en diversos países han estimado el impacto de los aumentos de los 
precios de la energía en el bienestar de los consumidores. El enfoque más simple para 
investigar este tema es el uso de las matrices de insumo-producto (utilizando un sencillo 
modelo de Leontief para propagar los aumentos de los precios de la energía a los aumentos 
indirectos de precios al consumidor de todos los productos y servicios), y luego utilizar las 
encuestas de consumo para determinar la incidencia de los aumentos de precios en los 
presupuestos de los hogares. Utilizando este enfoque, en su estudio más reciente sobre 32 
países en desarrollo que subsidian el combustible el Fondo Monetario Internacional (FMI) 
encontró que por cada US$100 ahorrados eliminando los subsidios, solo US$18 serían 
pagados por el 40% inferior (Coady, Flamini y Sears, 2015). 

En un estudio reciente, el Banco Mundial utiliza un enfoque aún más sencillo sin 
matrices de insumo-producto para estimar la incidencia directa de los subsidios a la 
electricidad en América Central (Hernández Oré et al., 2018). El estudio muestra que los 
subsidios a la electricidad llegan más a los hogares de mayor ingreso que a los pobres, lo 
que indica que existe una oportunidad de gastar el presupuesto que se le asigna a los 
subsidios de una mejor manera.1  

Enfoques más complejos para determinar el impacto distributivo del aumento de 
precio utilizan un modelo de equilibrio general computable junto con las matrices de insumo-
producto con el fin de capturar parte de la respuesta de mediano plazo del sistema 
económico a los aumentos de precios. También existen estudios que utilizan modelos más 
detallados del sistema economía-energía para proyectar la respuesta de la economía a los 
cambios de precio y en ocasiones toman en cuenta que los salarios y rentas también 
pueden ser afectados por estos cambios de precio. Estos métodos han sido utilizados 
principalmente en la literatura relacionada con la incidencia de los precios del carbón 
(Dissou y Siddiqui, 2014; Fullerton y Heutel, 2011; Romero et al., 2015).  

Sorprendentemente, esta literatura está separada de la relacionada con la 
incidencia de los subsidios, pero, no sorprendentemente, ha llegado a la misma conclusión. 
Si bien sus resultados no están necesariamente planteados de la misma manera, todos 
estos estudios confirman que (i) la incidencia final de la reforma depende de cómo se 
utilicen las ganancias obtenidas y (ii) una fracción de los ingresos fiscales es suficiente, en 
principio, para compensar la incidencia en los hogares pobres y vulnerables (Symons, 
Speck y Proops, 2002; Cornwell y Creedy, 1996; Bento et al., 2009; Burtraw, Sweeney y 
Walls, 2009; Parry y Williams, 2010; Bach et al., 2002; Combet et al., 2010; Liang y Wei, 
2012) 

                                                

1 El Banco Mundial deja de lado el impacto directo de las variaciones de precio de la electricidad. En 
el estudio que se presenta aquí los resultados muestran que el impacto indirecto de los aumentos 
de precio de la electricidad se lleva cerca de la mitad de los impactos y además tiende a tener una 
incidencia neutra. 
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Mientras que estos resultados muestran un consenso en cuanto a lo cualitativo, la 
aplicación a estimaciones cuantitativas para países específicos de ALC es escasa. El FMI 
provee estimaciones a nivel regional pero no las separa por país (Coady, Flamini y Sears, 
2015). Blackman, Osakwe y Alpizar (2010) analizan tanto el impacto directo como el 
indirecto de los impuestos a la gasolina y al diésel en Costa Rica, pero solo discuten el uso 
de los ingresos fiscales cualitativamente. González (2012) provee una estimación del 
impacto distributivo de los impuestos al carbono en México utilizando un modelo de 
equilibrio general computable y discutiendo explícitamente el uso de los ingresos fiscales. 
Agostini y Jiménez (2015) analizan la incidencia de los impuestos a la gasolina que existen 
actualmente en Chile, pero se enfocan en el impacto directo y omiten la discusión sobre el 
uso de los recursos fiscales obtenidos. Da Silva Freitas et al. (2016) usa un modelo insumo-
producto en Brasil para analizar un impuesto al carbono, pero no estudia las maneras como 
el gobierno puede reciclar la recaudación del impuesto al carbono. 

Este estudio cierra una brecha al proporcionar estimaciones de la incidencia de los 
aumentos de precio de la energía para tres tipos de energía en 11 países de ALC, la 
mayoría de ellos analizados por primera vez en la literatura publicada. Este estudio también 
operacionaliza el resultado cualitativo de que la incidencia final depende de la manera como 
el gobierno use la recaudación fiscal: muestra la fracción que los gobiernos necesitarían 
reciclar para compensar a los hogares de acuerdo con el quintil de ingreso al que 
pertenecen. 

Materiales y métodos 

Análisis de insumo-producto 

El análisis de insumo-producto ha sido utilizado con frecuencia para estudiar los efectos 
distributivos de los subsidios energéticos, así como de los precios del carbono en diferentes 
grupos de hogares (Choi et al., 2016; Feng et al., 2010; Ogarenko y Hubacek, 2013; Wang 
et al., 2016; Kerkhof, Nonhebel y Moll, 2008; Wier et al., 2005). En este estudio, el análisis 
de insumo-producto se aplica para modelar los impactos de la eliminación de los subsidios 
y/o los impactos de los precios de la energía en los cinco quintiles de hogares. Este método 
captura tanto los efectos directos como los indirectos de los incrementos de precios de la 
energía en los gastos del hogar; por ejemplo, no solo el incremento de precio de los 
productos energéticos sino también el incremento de precios generado por los insumos 
energéticos en todas las partidas de consumo final. En este estudio se eligió el análisis de 
insumo-producto debido a su simplicidad y transparencia en comparación con otros 
métodos de contabilidad para el sistema económico, tal como el modelo de equilibrio 
general (MEG) (Feng et al., 2010; Kerkhof, Nonhebel y Moll, 2008; Duarte et al., 2016; 
Rausch, Metcalf y Reilly, 2011).  

El modelo de insumo-producto proporciona un estimado del límite superior del 
impacto a corto plazo de los incrementos de precios energéticos sobre el precio de otros 
bienes de consumo, antes de que las firmas tengan oportunidad de ajustar los procesos de 
producción. El FMI (Coady, Flamini y Sears, 2015) indica que el estimado de corto plazo 
proporcionado por el análisis simple de insumo-producto también puede estar más cerca 
del impacto percibido por el público, lo que lo hace un buen indicador para las políticas 
públicas enfocadas en la aceptación social de los incrementos de los precios de la energía. 

El análisis de insumo-producto se basa en las matrices nacionales o regionales de 
insumo-producto. Las matrices de un país muestran el flujo de bienes y servicios y, por lo 
tanto, las interdependencias entre los proveedores y consumidores a lo largo de la cadena 
de producción en todas las industrias aguas arriba y aguas abajo en una economía 
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determinada (Miller y Blair, 2009). El modelo consiste en n ecuaciones lineales que 
muestran la producción de una economía: 

 

𝑥𝑖 = ∑ 𝑧𝑖𝑗

𝑛

𝑗=1
+ 𝑦𝑖      (1) 

 
donde n es el número de sectores en una economía; xi es la producción económica total 
del sector i; yi es la demanda final del sector i; zij es el flujo monetario del sector i al sector 
j.  

En notación matricial para la economía total, la ecuación (1) puede escribirse como: 

𝑥 = 𝐴𝑥 + 𝑦       (2) 

 
La matriz de coeficiente técnico A = (ai,j) se deriva de la división de los flujos intersectoriales 
de los sectores i a j (zij) por el insumo total del sector j (xj). 

Resolviendo x, se obtiene la producción total generada por la demanda final: 

 

𝑥 =  (𝐼 − 𝐴)−1𝑦        (3) 

 

donde (𝐼 − 𝐴)−1  es la matriz inversa de Leontief, la cual muestra la producción total de cada 
sector requerido para satisfacer la demanda final de la economía. 

Para estimar los efectos directos e indirectos en un aumento de precio de la energía 
k (electricidad; gas natural y GLP; o gasolina, diésel y queroseno) sobre el grupo de ingreso 
q, se calculó el efecto directo e indirecto en forma separada. Para calcular el efecto indirecto 
de un aumento del precio de la energía k, se construyó un vector fila del incremento de 
costo por unidad de producción sectorial ek. Aquí, ek es derivada del aumento del costo de 
producción en cada sector económico debido al incremento del precio de la energía k 
dividida entre la producción sectorial total. El incremento del costo en cada sector 
económico se estima usando el consumo total de energía k (obtenido del balance 
energético del país) multiplicado por la tasa de incremento de precio, pk, por ejemplo, 
US$0,25 por kWh en el caso de la electricidad: 

 

𝑐𝑘,𝑞
𝑖𝑛𝑑𝑖𝑟 = 𝑒𝑘 ∗ (𝐼 − 𝐴)−1𝑦𝑞       (4) 

 

El efecto directo del incremento de precio sobre el grupo de ingreso q se calcula utilizando 
el consumo directo de energía k del grupo de ingreso q multiplicado por la tasa pk de 
incremento del precio de la energía k.  

 

𝑐𝑘,𝑞
𝑑𝑖𝑟 = 𝑝𝑘 ∗ 𝑦𝑘,𝑞      (5) 

 

Por lo tanto, el efecto total de un incremento de precio de la energía k sobre el grupo q se 
calcula mediante:  
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𝑐𝑘,𝑞
𝑡𝑜𝑡 =  𝑐𝑘,𝑞

𝑖𝑛𝑑𝑖𝑟 +  𝑐𝑘,𝑞
𝑑𝑖𝑟      (6) 

Dado un incremento de precios energéticos sería más costoso para los hogares consumir 
la misma cantidad de energía. Se llama impacto directo del aumento del precio de la energía 
a la cuota adicional de presupuesto de un hogar que se requiere para consumir la misma 
cantidad de energía que antes del aumento de precios. Esta práctica común en la literatura 
(Coady, Flamini y Sears, 2015) provee un límite superior razonable para el impacto de corto 
plazo de los aumentos de precios en los hogares, antes de que tengan tiempo de ajustar 
su patrón de consumo o tomen medidas adaptativas (tales como invertir en vehículos o en 
electrodomésticos energéticamente más eficientes). 

La energía también es utilizada por las firmas en toda la cadena de valor para 
producir bienes y servicios consumidos por los hogares, tales como transporte público, 
alimentos o vestido. Se proyectó la cantidad en que se incrementaría el precio de bienes y 
servicios consumidos por los hogares si aumentaran los precios energéticos. Por ejemplo, 
si en un determinado país se requieren US$0,20 de gasolina en promedio para producir 
US$1 equivalente de carne procesada (por ejemplo, para transportar la carne), entonces 
en una aproximación inicial, duplicar el precio de la gasolina aumentaría el precio de la 
carne en un 20%. Al combinar las matrices de insumo-producto con las encuestas de 
hogares, se puede analizar el impacto indirecto del aumento de los precios de la energía 
en el bienestar de los hogares. Al hacer esto, también se puede identificar cuáles son las 
categorías a través de las cuales los hogares son más impactados cuando ocurren 
aumentos en los precios de la energía. Aquí también el enfoque de este estudio da como 
resultado un límite superior del impacto de corto plazo del aumento de los precios 
energéticos en los consumidores, antes de que las firmas inviertan en medidas de ahorro 
energético y/o los hogares modifiquen sus patrones de consumo. 

Datos 

Se utilizaron matrices armonizadas de insumo-producto que describen la estructura 
económica de 11 países con el objetivo de estimar el contenido de energía de los bienes y 
servicios producidos en cada país: Argentina, Bahamas, Barbados, Chile, Costa Rica, 
Ecuador, Guatemala, Jamaica, Nicaragua, Paraguay y Uruguay.  

A fin de calibrar el modelo extendido de insumo-producto, se siguieron los siguientes 
pasos para la preparación de los datos: primero, se extrajeron matrices de insumo-producto 
de la base de datos versión 9 (GTAP, 2016) del Proyecto de Análisis del Comercio Mundial 
(GTAP, por sus siglas en inglés). Para cada país, la matriz de insumo-producto incluye 
matrices intermedias y finales de consumo, valor agregado y producción total en 2011, 
reportadas para 57 sectores en términos monetarios. Segundo, se utilizaron tablas de 
balance energético de la Agencia Internacional de la Energía, que incluyen las cantidades 
físicas para un número importante de combustibles así como sus usos, a fin de estimar el 
consumo sectorial de energía en 57 sectores de la economía en los 11 países de ALC. 
Tercero, siguiendo estudios similares realizados por el FMI (Di Bella et al., 2016) y el Banco 
Mundial (Kojima, 2016), se seleccionaron valores del incremento de precio para gasolina y 
diésel; GLP y gas natural; y electricidad. El cuadro 1 muestra los incrementos modelados 
de precio por tipo de energía.2 Finalmente, se construyó un vector columna del consumo de 

                                                

2 El GLP y el gas natural son combustibles diferentes con distintos usos y precios en ALC. Sin 
embargo, las encuestas de hogares armonizadas que se utilizaron no proveen información 
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hogares para cada grupo de ingreso utilizando los datos de la encuesta armonizada de 
consumo, con 14 categorías de elementos agregados de consumo idénticas en todos los 
países, que fueron provistas por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) (Jimenez y 
Yépez-García, 2018). Estas 14 categorías se combinaron con los 57 sectores de las 
matrices de insumo-producto. Para cada elemento de consumo, el consumo reportado en 
las encuestas se aumenta de modo que el gasto total se corresponda con el gasto nacional 
de acuerdo con las cuentas nacionales. Se define bienestar como los gastos totales anuales 
del hogar, reportado en la encuesta de hogares, expresados en paridad de poder adquisitivo 
(PPA) en dólares. Este gasto representa el límite presupuestario por hogar. 

Cuadro 1. Impactos modelados de precios 

Tipo de energía Incremento de precio (en dólares) 

Electricidad US$0,05/kWh (kilovatio-hora) 

Gasolina y diésel US$0,25/litro 

Gas natural y GLP US$2,50/MMBTU (millones de unidades térmicas británicas)  

Fuente: Elaboración propia.  

Escenarios condicionados y no condicionados 

En este estudio se extiende el análisis del impacto directo de incrementar los precios 
energéticos en el bienestar de los hogares a dos escenarios: no condicionado y 
condicionado. A diferencia de los impactos directos de un incremento en los precios de la 
energía, el cual afectaría a todos los hogares aumentando los precios de otros bienes y 
servicios que son consumidos, el bienestar directo solo depende de cuánto consumen los 
hogares un tipo específico de energía y si efectivamente lo hacen. Por ejemplo, el impacto 
directo del aumento de los precios de la electricidad será diferente para hogares que tienen 
conexiones eléctricas en sus casas versus hogares que no las poseen y por lo tanto no 
pueden comprar electricidad. En el escenario no condicionado los efectos directos de 
aumentar los precios de la energía son analizados para todos los hogares en una economía, 
mientras que en el escenario condicionado el impacto de los aumentos de precio de la 
energía solo se analiza para aquellos hogares que consumen directamente ese tipo de 
energía. En consecuencia, los efectos directos de aumentar los precios energéticos en el 
bienestar de los hogares pueden variar entre los escenarios condicionado y no 
condicionado.  

Resultados 

Los resultados muestran que los aumentos de precio del gas natural y el GLP tienden a ser 
regresivos, lo que refleja el hecho de que estos combustibles se usan principalmente para 
atender necesidades básicas en todos los hogares, como calefaccionar y cocinar. El 
impacto directo de los aumentos de precio de la gasolina y el diésel tiende a ser el menos 
regresivo, ya que el combustible para transporte es utilizado principalmente por los hogares 
más pudientes. Sin embargo, los impactos indirectos de los aumentos de precio de la 

                                                

separada sobre el gasto en cada combustible, por lo que los impactos modelados de precio deben 
combinarse. Solo cuatro países de la muestra consumen tanto gas natural como GLP (Argentina, 
Chile, Ecuador y Uruguay). En estos países, el impacto de los cambios de precio sobre el bienestar 
incluye ambos combustibles. Para los demás países, solo se incluye el impacto del cambio de 
precio del GLP. US$2,50/MMBTU corresponden a US$0,06/litro de GLP. 
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gasolina afectan a los hogares más pobres a través de precios más altos en el transporte 
público, la electricidad y los alimentos.  

Aun cuando los aumentos de precios son progresivos, los hogares pobres son 
afectados significativamente. En la última sección, se determina cuánto necesitaría gastar 
un gobierno para compensar a los hogares pobres por los aumentos directos e indirectos 
de energía y se presentan los resultados por país y tipos de energía. Un promedio de solo 
el 8% de los ingresos provenientes de los aumentos de los precios energéticos debería ser 
necesario para compensar a los hogares en el quintil inferior, y el 21% sería necesario para 
compensar a los dos quintiles inferiores.  

Gasolina y diésel 

Impactos no condicionados en el bienestar 

El gráfico 1 muestra el impacto total (directo e indirecto) de los incrementos de precio para 
gasolina y diésel en el bienestar de los hogares en todos los quintiles de ingreso. Algunos 
países, entre los que se incluyen Argentina, Bahamas, Barbados y Jamaica, muestran un 
impacto regresivo de los incrementos de precio, lo que significa que como resultado de los 
incrementos en los precios de los combustibles los grupos de ingresos más bajos perderían 
una porción mayor de su bienestar que los grupos de ingresos más altos. Por otro lado, 
aumentar los precios de la gasolina y el diésel en países como Costa Rica, Ecuador, 
Nicaragua y Paraguay generaría un impacto progresivo, ya que los grupos de ingresos más 
altos resultarían relativamente más afectados que los grupos de ingresos más bajos. Otro 
grupo de países, entre los que están Chile, Guatemala y Uruguay, muestra una distribución 
neutral del efecto del aumento de los precios de combustible.  

Las comparaciones de la magnitud de los impactos al bienestar entre los países 
deberían ser vistas con cuidado, ya que un incremento de US$0,25/L en los precios de la 
gasolina y el diésel representa un impacto relativo diferente para cada país (cuadro A2 del 
anexo). Sin embargo, existen tendencias regionales importantes que se pueden identificar 
en el análisis. 

El impacto directo del incremento de precio de gasolina y diésel tiende a ser 
progresivo. Excepto en el caso de Bahamas, incrementar el costo de la gasolina y el diésel 
afectaría a los hogares más ricos en mayor grado que a los hogares más pobres en cada 
país de la muestra. Ecuador y Nicaragua presentan el mayor contraste entre los hogares 
pobres y ricos. El aumento de precio tendría un impacto menor en los quintiles más bajos 

−con un costo del 0,2% y 0,03% de sus gastos, respectivamente– mientras que 
representaría un costo del 1,3% y 2,1% de los gastos en el quintil superior. La progresividad 
del impacto se debe a que los hogares en los quintiles más ricos tienden a consumir 
gasolina o diésel en forma directa. Por ejemplo, es más probable que posean vehículo 
automotor a diferencia de los hogares en los quintiles inferiores.  
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Gráfico 1. Pérdida directa e indirecta en el bienestar provocada por un aumento de 
US$0,25/L en la gasolina y el diésel (en porcentaje de los gastos antes del aumento) 

 

Fuente: Elaboración propia.  

 

El impacto indirecto de los aumentos de precios de gasolina y diésel sobre el bienestar de 
los hogares tiende a ser regresivo. A excepción de Ecuador y Nicaragua, donde la 
incidencia de los aumentos de precios es casi neutra, incrementar el costo de la gasolina y 
el diésel impondría un costo relativamente más alto sobre el bienestar de los hogares más 
pobres que en los de mayor ingreso en todos los países de la muestra. El impacto indirecto 
del aumento de precio sobre los quintiles inferiores va desde el 0,7% del presupuesto de 
un hogar en Uruguay hasta más del 2% en Bahamas. Barbados y Jamaica muestran el 
mayor contraste entre los quintiles más pobres y los más ricos. Allí incrementar los precios 
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de los combustibles significaría el 1,5% y 1,8% de los presupuestos anuales de los hogares 
más pobres, mientras que a los quintiles superiores les costaría el 0,7% y 0,9%, 
respectivamente. 

Cuadro 2. Incremento de precios de bienes y servicios generados por incrementos 
de precios de gasolina y diésel (en porcentaje del precio actual) 
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Transporte 
público 

6,0 7,9 3,1 6,3 7,9 13,0 51,0 7,5 16,0 12,0 5,7 7,9 

Electricidad 8,1 36,0 8,6 2,0 2,2 10,0 0,4 6,7 0,7 0,5 1,6 2,2 

Bienes 
duraderos 

0,9 2,9 0,7 1,4 1,3 5,5 2,4 1,9 1,6 0,5 0,3 1,4 

Alimentos 1,4 1,7 0,4 0,6 1,0 1,1 1,0 0,9 0,5 0,9 0,6 0,9 

Hogar 0,2 2,3 0,6 0,6 0,8 1,1 0,3 0,8 0,6 0,9 0,2 0,6 

Vestido 0,5 1,7 0,5 0,3 1,0 0,9 0,7 0,8 0,3 0,4 0,3 0,5 

Agua 0,5 3,9 1,0 0,2 0,1 4,9 0,3 0,8 0,4 0,8 0,2 0,5 

Gas natural 0,1 1,5 0,4 1,1 0,4 0,7 0,0 0,1 0,1 1,9 0,1 0,4 

Comunicación 0,2 1,3 0,4 0,2 0,2 0,8 1,0 0,3 0,9 0,4 0,2 0,4 

Entretenimiento 0,2 2,2 0,5 0,3 0,3 0,3 0,1 0,4 0,5 0,2 0,1 0,3 

Cuidado 
personal 

0,2 0,9 0,2 0,2 0,2 0,8 0,2 0,2 0,5 0,4 0,1 0,2 

Educación y 
salud 

0,2 1,7 0,4 0,2 0,2 0,6 0,1 0,5 0,6 0,2 0,1 0,2 

Otros 
combustibles 

0,1 4,0 1,0 0,6 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 

Fuente: Elaboración propia.  

En forma conjunta, los efectos totales de los aumentos de precio de la gasolina y el diésel 
en el bienestar están bastante influenciados por los efectos indirectos de dichos 
incrementos. En los 11 países de la muestra, los impactos indirectos representan el 70% 
del costo total del aumento de precios en el bienestar. El tamaño de estos efectos depende 
de la cantidad de gasolina y diésel utilizada en las cadenas de suministro de los bienes 
consumidos en los hogares. El cuadro 2 muestra el impacto simulado de un aumento de 
US$0,25/L en el diésel y la gasolina sobre el precio de diversas categorías de consumo. El 
transporte público es la categoría de consumo más afectada en todos los países, con una 
mediana en el aumento del precio de alrededor del 8% y una amplia distribución que va 
desde el 3% en Barbados hasta el 51% en Guatemala. La electricidad es también afectada 
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en forma significativa por los aumentos de precios,3 especialmente en el Caribe y otros 
países en los que la generación de energía eléctrica se basa fuertemente en productos del 
petróleo. Por ejemplo, los precios de la electricidad se incrementarían un 36% en Bahamas 
y un 8,6% en Barbados.  

Estos aumentos indirectos de precios afectan de manera diferenciada a los distintos 
hogares dependiendo de cómo gasten estos su dinero. El gráfico 2 muestra el presupuesto 
de los hogares del quintil más alto y más bajo en Argentina, un país en el que los efectos 
totales en el bienestar provocados por un aumento de precio serían regresivos, y en 
Ecuador, un país en el que estos efectos serían progresivos. 

En Argentina, los efectos indirectos y regresivos del aumento de precios son 
mayores que los efectos directos y progresivos. Las categorías de consumo tales como 
alimentos y transporte público, ambas con un contenido de gasolina y diésel relativamente 
mayor, son clave en el gasto para los hogares en el quintil inferior y menos significativas 
para el quintil superior. Por otro lado, la porción de gasto directo en gasolina y diésel tanto 
para el quintil superior como para el inferior es relativamente modesta. Por tanto, los efectos 
indirectos mayores y regresivos de los aumentos de precios de la gasolina y el diésel 
terminan trasladando la carga total relativa en el bienestar a los quintiles más pobres. En 
Ecuador, por otra parte, una mayor porción del gasto directo en diésel y gasolina del quintil 
superior relativa al quintil inferior significa que los grandes efectos progresivos de un 
aumento en los precios del combustible sobrepasan los efectos indirectos relativamente 
neutros (aunque grandes) en los quintiles inferiores. Ilustraciones similares de las porciones 
del presupuesto para el resto de los países de la muestra están disponibles en el gráfico A1 
del anexo.  

Gráfico 2. Presupuesto de los quintiles inferior y superior en Argentina y Ecuador 
(en porcentaje de los gastos) 

  

Fuente: Elaboración propia.  

Es importante entender el canal a través del cual los precios más altos de la gasolina y el 
diésel afectan a los hogares más vulnerables, especialmente si la motivación primaria del 

                                                

3 En este análisis el fueloil utilizado en la generación de electricidad se considera como parte de la 
categoría diésel y gasolina. 



13 

 

gobierno para regularlos es proteger a estos grupos frente a la volatilidad de los precios. El 
cuadro 3 muestra las cuatro categorías que más contribuyen a la pérdida del bienestar de 
los hogares en el quintil inferior cuando hay un aumento de los precios de la gasolina y el 
diésel. Por ejemplo, en Argentina el 39% del impacto total de un aumento de precio en el 
quintil más pobre es resultado de un incremento en el costo del transporte público, el 28% 
es resultado del aumento en los precios de los alimentos, el 14% se debe al impacto directo 
del aumento en los precios de la gasolina y el diésel, y el 8% a un aumento en los precios 
de la electricidad.  

Cuadro 3. Cuatro categorías principales de consumo para el quintil inferior por país 
ordenadas de acuerdo con su aporte a las pérdidas de bienestar que resultan de un 

incremento de precio en gasolina y diésel (en porcentaje de la pérdida total de 
bienestar) 

Argentina 
Transporte 

público 
39% 

Alimentos 
28% 

Gasolina y diésel 
14% 

Electricidad 
8% 

Bahamas 
Electricidad 

38% 
Servicios al hogar 

16% 
Gasolina y diésel 

12% 
Entretenimiento 

9% 

Barbados 
Electricidad 

61% 
Educación y salud 

9% 

Transporte 
público 

8% 

Servicios al hogar 
7% 

Chile 
Transporte 

público 
58% 

Servicios al hogar 
18% 

Alimentos 
12% 

Electricidad 
5% 

Costa Rica 
Alimentos 

30% 
Gasolina y diésel 

24% 
Servicios al hogar 

14% 

Transporte 
público 

12% 

Ecuador 
Transporte 

público 
49% 

Alimentos 
18% 

Bienes duraderos 
12% 

Gasolina y diésel 
7% 

Guatemala 
Alimentos 

63% 
Bienes duraderos 

12% 

Transporte 
público 

10% 

Vestido 
6% 

Jamaica 
Transporte 

público 
44% 

Electricidad 
23% 

Alimentos 
19% 

Servicios al hogar 
6% 

Nicaragua 
Transporte 

público 
67% 

Alimentos 
13% 

Servicios al hogar 
6% 

Cuidado personal 
4% 

Fuente: Elaboración propia.  

En todos los países, excepto en Bahamas, Barbados, Costa Rica y Guatemala, el vector 
principal a través del cual los aumentos de precio de la gasolina y el diésel disminuyen el 
bienestar del quintil inferior es el incremento en el costo del transporte público. En Bahamas 
y Barbados los costos más difíciles de afrontar por los hogares pobres son los subsiguientes 
aumentos en los precios de la electricidad, mientras que en Costa Rica y Guatemala es el 
precio de los alimentos. Es interesante observar que el impacto directo del aumento de 
precios del diésel y gasolina nunca aparece en primer lugar en el cuadro. En algunos 
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países, como Paraguay y Nicaragua, el efecto directo ni siquiera aparece como uno de los 
cuatro canales más importantes a través de los que el aumento de precio afecta a los 
hogares del quintil inferior. De hecho, en todos los quintiles el impacto indirecto de los 
aumentos de precios de la gasolina y el diésel es el responsable del 70% de las 
implicaciones en el bienestar de los hogares.  

Estos resultados sugieren formas de compensar a los hogares pobres por la 
eliminación de los subsidios o el aumento de los impuestos a estos combustibles (por 
ejemplo, debido a impuestos al carbono). Las transferencias monetarias son, en principio, 
la forma más directa y eficiente de compensar a los hogares pobres. Pero si estas 
transferencias no son sencillas de ejecutar o no son deseables en un país específico, el 
gasto público en transporte público, los subsidios cruzados en los precios de la electricidad 
o el apoyo para programas de alimentación son ejemplos de medidas compensatorias que 
un gobierno puede llevar a cabo para aliviar el impacto de los precios más altos de la 
energía. 

Impactos condicionados en el bienestar 

El análisis previo estableció que los impactos indirectos de un aumento en el precio de la 
gasolina y el diésel tienden a ser más dañinos para los hogares pobres en toda la muestra 
de países de ALC, mientras que los impactos directos de un aumento de precios tienden a 
tener un efecto relativamente mayor sobre los hogares más ricos. La razón para estas 
dinámicas es que los hogares más ricos son más propensos a consumir una mayor porción 
de gasolina o diésel en forma directa que los hogares pobres porque, por ejemplo, es más 
probable que posean uno o más vehículos automotores. Cuando se observa el consumo 
de los hogares del quintil inferior en algunos de los países de la muestra, por ejemplo, solo 
el 8% de los chilenos, el 7% de los ecuatorianos, el 3% de los jamaiquinos y el 1% de los 
nicaragüenses son consumidores directos de diésel o gasolina.  

Sin embargo, el impacto de los incrementos de precios de la gasolina y el diésel en 
el bienestar de los hogares de bajos ingresos que consumen gasolina o diésel directamente 
puede ser importante para que los gobiernos consideren cuándo se debe planificar la 
eliminación del subsidio (o el incremento de impuestos al combustible), ya que esto puede 
afectar la aceptabilidad de la reforma. También los gobiernos pueden encontrar que 
proteger estos hogares más vulnerables de las variaciones de precios es importante en sí 
mismo.  

Para aclarar el asunto, se ha calculado el impacto directo de los aumentos de 
precios de diésel y gasolina solo en aquellos hogares que consumen diésel o gasolina. 
Como se mencionó en la sección de metodología, a esto se llama análisis condicionado, el 
cual contrasta con el análisis no condicionado que se aplica a todos los hogares, 
independientemente de que sean consumidores de combustibles. El gráfico 3 compara la 
incidencia condicionada y no condicionada de un aumento de precio de US$0,25/L en la 
gasolina y el diésel.  

En Argentina, Costa Rica, Guatemala y Uruguay el impacto progresivo observado 
en el escenario no condicionado se convierte en regresivo cuando se focaliza solo en 
aquellos hogares que consumen gasolina o diésel. En Chile y Jamaica el impacto 
progresivo observado en el escenario no condicionado se convierte en neutro cuando se 
modelan los impactos condicionados.  

Por su parte, en Ecuador, Nicaragua y Paraguay el impacto no condicionado es 
mayor pero menos progresivo. En Ecuador el incremento de precio no condicionado llegaría 
solo al 0,2% del ingreso del quintil inferior, pero costaría hasta el 2,6% del quintil inferior y 
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el 3,3% para los hogares del quintil superior que consumen diésel o gasolina. Por tanto, un 
aumento condicionado sobre el consumo tiene un efecto menos progresivo en todos los 
hogares. En Nicaragua, al focalizar en consumidores de gasolina o diésel se obtiene el 
mismo resultado: un efecto progresivo más moderado con costos que van desde el 2% en 
el quintil inferior hasta el 2,9% en el quintil superior. El efecto es similar en Paraguay.  

Gráfico 3. Pérdidas directas en el bienestar, condicionadas y no condicionadas, 
provocadas por un aumento del precio de diésel y gasolina de US$0,25/L (en 

porcentaje del gasto corriente) 

 

Fuente: Elaboración propia.  

Combinados los análisis condicionados y no condicionados muestran que 

−independientemente de la progresividad del aumento de precios− los impactos nominales 
de los aumentos de precios de gasolina y diésel en el bienestar de los hogares pobres 
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pueden ser significativos. Como se describe en las próximas secciones, un hallazgo similar 
surge del análisis de los aumentos de precios de otros combustibles y de la electricidad.  

Gas natural y GLP 

Impactos no condicionados en el bienestar 

El gas natural y GLP tienen usos y precios diferentes en América Latina. En la muestra, 
solo cuatro países usan gas natural en sus sistemas productivos: Argentina, Chile, y en 
menor grado, Ecuador y Uruguay. En Argentina el gas natural es el combustible primario 
utilizado por los hogares, la industria y en la generación de electricidad. En Chile dos tercios 
del gas natural son usados en la producción de electricidad, mientras que el resto va a los 
hogares y la industria. Ecuador utiliza gas natural solamente para la generación eléctrica. 
Y en Uruguay el consumo de gas natural es extremadamente pequeño. Por otro lado, el 
GLP es utilizado en cada país de la muestra principalmente en los hogares de bajos 
ingresos tanto para cocinar como para calefaccionar.  

Tal como se mencionó en la sección de métodos, las encuestas de hogares 
armonizadas utilizadas para determinar el impacto de los cambios de precio no 
proporcionan información separada sobre el gasto en gas natural y GLP, por lo que los 
modelos de análisis del impacto de los precios están combinados para ambos combustibles 
en Argentina, Chile, Ecuador y Uruguay. Para el resto de los países solo se incluyen los 
impactos de los cambios de precio en el GLP. 

El gráfico 4 muestra el impacto total directo e indirecto del aumento de los precios 
del gas natural y GLP en el bienestar de los hogares en todos los quintiles de ingreso. Los 
efectos totales de los aumentos de precio del gas sobre el bienestar tienden a ser 
regresivos, lo que significa que los grupos de ingresos más bajos reciben una mayor carga 
relativa que los grupos de ingresos más altos. En Guatemala, Nicaragua y Panamá los 
efectos totales sobre el bienestar son relativamente neutros o concentrados en la clase 
media. 

Los efectos directos sobre el bienestar que tienen los aumentos de precio dominan 
los impactos totales en la mayoría de los países, ya que en los países de la muestra el gas 
natural y GLP tienden a ser utilizados directamente por los hogares para calefaccionar y 
cocinar. Los efectos también mostraron una tendencia a ser regresivos. La excepción más 
prominente es Argentina, donde existe una fuerte dependencia del gas natural en todos los 
sectores económicos.   

Los impactos indirectos de los aumentos de precios tienden a ser pequeños o 
desestimables en la mayoría de los países, excepto en Argentina y Chile donde representan 
el 65% y 51%, respectivamente, de los costos del bienestar. Ambos países usan gas natural 
para la generación de electricidad, lo que conlleva a aumentos de precios en los bienes y 
servicios cuando ocurre un impacto de precios en los combustibles. El cuadro 4 compara la 
contribución de los impactos directos e indirectos a la pérdida de bienestar para el quintil 
inferior, lo que permite tener una visión de los principales elementos que impulsan los 
efectos regresivos generales de los aumentos de precios del gas natural y GLP en el 
bienestar en cada país. 
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Gráfico 4. Pérdidas directas e indirectas en el bienestar provocadas por un aumento 
de US$2,5/MMBTU en el precio del gas natural y GLP (en porcentaje del gasto 

corriente) 

 

Fuente: Elaboración propia.  
 

En todos los países los efectos directos del gas natural y GLP en el bienestar explican la 
mayoría de los impactos en los hogares en el quintil inferior. En Argentina, Chile y Ecuador, 
donde el gas natural es utilizado para la generación de electricidad, los impactos indirectos 
en el bienestar de un aumento en el precio de la electricidad son el segundo contribuyente 
más importante para la pérdida de bienestar. Los alimentos o los servicios del hogar 
desempeñan un rol significativo en muchos países. 
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Cuadro 4. Cuatro categorías principales de consumo para el quintil inferior por país 
ordenadas de acuerdo con su aporte a la pérdida de bienestar resultante de un 

incremento de precio en el gas natural y GLP (en porcentaje de la pérdida total de 
bienestar) 

Argentina 
Gas natural y 

GLP 
46% 

Electricidad 
22% 

Alimentos 
10% 

Transporte 
público 

8% 

Chile 
Gas natural y 

GLP 
54% 

Electricidad 
20% 

Servicios al 
hogar 

9% 

Transporte 
público 

6% 

Costa Rica 
Gas natural y 

GLP 
75% 

Alimentos 
14% 

Bienes duraderos 
6% 

Servicios al 
hogar 

3% 

Ecuador 
Gas natural y 

GLP 
79% 

Electricidad 
9% 

Alimentos 
4% 

Bienes duraderos 
3% 

Guatemala 
Gas natural y 

GLP 
48% 

Bienes duraderos 
38% 

Alimentos 
9% 

Vestido 
2% 

Jamaica 
Gas natural y 

GLP 
82% 

Servicios al 
hogar 

5% 

Alimentos 
4% 

Educación y 
Salud 

3% 

Nicaragua 
Gas natural y 

GLP 
45% 

Servicios al 
hogar 
14% 

Alimentos 
12% 

Cuidado personal 
11% 

Paraguay 
Gas natural y 

GLP 
88% 

Transporte 
público 

4% 

Alimentos 
4% 

Servicios al 
hogar 

2% 

Uruguay 
Gas natural y 

GLP 
85% 

Alimentos 
5% 

Electricidad 
4% 

Gasolina y diésel 
3% 

Fuente: Elaboración propia.  
 

Impactos condicionados en el bienestar 

El gráfico 5 muestra el impacto directo condicionado y no condicionado que genera un 
aumento de precio de US$2,5/MMBTU en el GLP y gas natural en los gastos del hogar. En 
todos los países el impacto condicionado es regresivo. En algunos países, como Chile y 
Guatemala, el impacto no condicionado es relativamente neutral pero oculta el hecho de 
que el consumo de GLP (y gas natural donde sea aplicable) está concentrado en una 
pequeña proporción de hogares pobres. Para esos hogares un aumento de precio tendría 
impactos significativos. 
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Gráfico 5. Pérdidas directas en el bienestar, condicionadas y no condicionadas, 
provocadas por un aumento de US$2,5/MMBTU en el precio del gas natural y GLP 

(en porcentaje de gasto corriente) 

 

Fuente: Elaboración propia.  
 

Electricidad 

Impactos no condicionados en el bienestar 

La energía eléctrica es un insumo clave en muchas actividades productivas y de consumo, 
por lo que los aumentos de su precio afectan directa e indirectamente el bienestar de los 
hogares. Como se discutió previamente, los aumentos de precios de los productos del 
petróleo y gas natural conducen a costos más altos de la electricidad en muchos países de 
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ALC que usan energía termoeléctrica. Sin embargo, las tarifas eléctricas también pueden 
subir independientemente de los precios de los combustibles, por ejemplo, si el gobierno 
reforma las tarifas o modifica los impuestos a la electricidad. Esta sección revisa los 
impactos en el bienestar de los hogares generados por un aumento de US$0,05/kWh en 
los precios de la electricidad. 

Una dificultad al momento de analizar el impacto del aumento de los precios de la 
electricidad en el bienestar de los hogares es que estos tienen diferentes tarifas de acuerdo 
con los quintiles de ingreso. Las tarifas eléctricas pueden variar drásticamente entre 
regiones y grupos de ingreso dentro de cada país, aunque por lo general los hogares de 
menores ingresos o aquellos con menor consumo tienden a pagar tarifas más bajas.  

La mayoría de las encuestas oficiales de hogares reportan el consumo de 
electricidad como gasto en valor monetario y no como cantidad consumida. Como 
consecuencia, no existe una relación clara entre el gasto en electricidad reportado en las 
encuestas y el consumo real de electricidad. Para resolver este asunto se ha procedido en 
dos pasos.  

En primer lugar, se modelaron los impactos del aumento de los precios de la 
electricidad en el bienestar asumiendo que todos los hogares de un país pagan un monto 
fijo por kilovatio-hora de electricidad consumida, lo que representaría el precio promedio de 
la electricidad para cada país. En este análisis, los impactos directos de los aumentos de 
precio en el bienestar de los hogares en todos los quintiles deberían ser interpretados con 
precaución, ya que las tarifas promedio no representan la estructura real de tarifas a la que 
se enfrentan los hogares. En ese sentido, se puede confiar más en los efectos indirectos.  

En segundo lugar, a través del uso de los datos originales de las encuestas, los 
cuales son más detallados, se ha probado un cuadro de tarifas alternativas en la región de 
Buenos Aires (Argentina) ajustado con datos reales del consumo de electricidad de los 
hogares en unidades físicas (gráfico A2 del anexo). En este escenario, el precio de la 
electricidad aumenta con el consumo. Visto esto, ambos supuestos conducen 
prácticamente al mismo resultado en términos de los impactos del aumento del precio de la 
electricidad sobre el bienestar (cuadro A3 del anexo). Se ha tomado eso como una 
indicación de que el modelo de precio promedio produce resultados relevantes.  

El gráfico 6 muestra el impacto total directo e indirecto de los aumentos de precios 
de la electricidad en el bienestar de los hogares en todos los quintiles utilizando el método 
del precio promedio. Los efectos en el bienestar tienden a ser regresivos en la mayoría de 
los países analizados. En Argentina, Bahamas, Barbados, Chile, Costa Rica, Guatemala, 
Jamaica y Uruguay aumentar los precios de la electricidad tendría un impacto regresivo en 
todos los hogares, lo que significa que los grupos de menores ingresos perderían una 
porción mayor de su bienestar que los grupos de mayores ingresos. Por otro lado, aumentar 
los precios de la electricidad tendría un efecto ligeramente progresivo en Ecuador y 
Nicaragua y un impacto progresivo más pronunciado en Paraguay.  
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Gráfico 6. Pérdidas directas e indirectas en el bienestar provocadas por un aumento 
de US$0,05/kWh en el precio de la electricidad (en porcentaje de bienestar actual) 

 

Fuente: Elaboración propia.  

Un incremento de US$0,05/kWh en los precios de la electricidad representa un impacto de 
precios diferente para cada país (cuadro A2 en el anexo), no solo porque algunos países 
subsidian la electricidad mientras que otros no lo hacen, sino también porque los costos de 
la electricidad varían por país, reflejando muchos factores que incluyen la mezcla y edad 
de las tecnologías utilizadas en la generación de electricidad y la eficiencia y confiabilidad 
de los sistemas de transmisión y distribución de cada país.   

Tres tendencias pueden establecerse a partir del análisis. Primero, los efectos 
distributivos directos de los aumentos de precio de la electricidad en el consumo de los 
hogares tienden a ser regresivos. Con la excepción de Nicaragua y Paraguay, en todos los 
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países de la muestra incrementar los precios de la electricidad les costaría a los hogares 
de bajos ingresos relativamente más de lo que les costaría a los hogares más ricos. 
Argentina, Barbados y Costa Rica presentan un gran contraste entre los hogares ricos y 
pobres. El aumento de precio tendría un efecto relativamente pequeño en los quintiles 
superiores en cada país –donde costaría respectivamente 0,3%, 0,2% y 0,7% de sus 
presupuestos– mientras que al quintil inferior costaría respectivamente 1,6%, 2,7% y 2%.  

Segundo, en los 11 países de la muestra los efectos directos e indirectos tienen un 
peso relativamente igual en el total de los efectos que tiene el aumento del precio de la 
electricidad en el bienestar. En promedio los impactos directos representan el 54% del costo 
total de un aumento de precio en el bienestar, mientras que los impactos indirectos 
constituyen el 46%. Además, el impacto indirecto en el bienestar de los hogares producido 
por los aumentos en los precios de la electricidad tiende a ser neutro, excepto en Nicaragua, 
donde es ligeramente regresivo y en Paraguay, donde es ligeramente progresivo. Esto 
refleja el hecho de que la electricidad es usada ampliamente en todos los sectores 
económicos para producir todo tipo de bienes.   

De hecho, los aumentos en el precio de la electricidad incrementan indirectamente 
los precios de otros bienes y servicios en una economía. El cuadro 5 presenta el impacto 
simulado de un aumento de US$0,05/kWh en la electricidad sobre el precio de diversas 
categorías de consumo en los 11 países de la muestra. El cuadro evidencia que la provisión 
de agua y los bienes durables tienden a sufrir el mayor impacto. 

Cuadro 5. Incremento de precios de bienes y servicios provocado por el aumento 
en los precios de la electricidad (en porcentaje de precio antes del incremento) 
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Agua 3,3 0,5 0,4 1,2 0,3 
17,
0 

5,7 3,4 3,3 2,0 1,4 2,0 

Bienes 
duraderos 

1,7 0,3 0,2 1,3 0,5 1,3 0,9 4,6 0,8 1,6 1,1 1,1 

Hogar 0,5 1,2 0,6 0,7 0,7 0,7 0,1 0,5 1,4 1,1 0,5 0,7 

Entretenimient
o 

0,4 3,2 1,2 0,6 2,5 0,2 0,1 0,4 0,5 0,8 0,8 0,6 

Vestido 0,7 0,3 0,2 0,6 0,7 0,6 0,3 4,2 0,4 0,7 0,4 0,6 

Alimentos 0,6 0,4 0,6 0,6 0,8 0,8 0,2 0,4 0,9 0,4 0,4 0,6 

Comunicación 0,4 0,5 0,3 0,7 0,3 1,6 0,2 0,3 1,3 1,4 0,6 0,5 

Cuidado 
personal 

0,5 0,7 0,3 0,5 0,7 1,0 0,1 0,2 0,3 0,8 0,4 0,5 

Transporte 
público 

0,4 0,8 0,5 0,5 0,3 0,3 0,1 0,2 0,5 0,5 0,3 0,4 

Educación y 
Salud 

0,5 0,3 0,6 0,2 0,1 0,6 0,1 0,3 0,3 0,7 0,4 0,3 
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Otros 
combustibles 

1,2 0,4 0,3 0,2 0,2 0,2 0,2 0,2 0,2 0,2 0,2 0,2 

Gasolina y 
diésel 

0,2 0,1 0,0 0,4 0,0 0,7 0,1 0,0 0,2 0,7 0,0 0,1 

Gas natural y 
GLP 

0,1 0,2 0,1 0,2 0,2 0,5 0,0 0,1 0,1 0,2 0,1 0,1 

Fuente: Elaboración propia.  
 

Los hogares están expuestos en forma diferenciada a los impactos de los precios en la 
electricidad dependiendo de cómo gasten su dinero. El cuadro 6 presenta los cuatro 
artículos de consumo que más contribuyen a la pérdida de bienestar en los hogares en el 
quintil inferior cuando ocurre un aumento en los precios de la electricidad. El impacto directo 
en la electricidad es el canal más importante a través del cual los aumentos de precio en la 
electricidad afectan a los hogares en el quintil inferior en todos los países.  

Cuadro 6. Cuatro categorías principales de consumo para el quintil inferior por país 
ordenadas de acuerdo con su aporte a la pérdida de bienestar resultante de un 

incremento de precios en electricidad (en porcentaje de la pérdida total de 
bienestar) 

Argentina 
Electricidad 

75% 
Alimentos 

8% 

Servicios en el 
hogar 

4% 

Bienes duraderos 
2% 

Bahamas 
Electricidad 

59% 
Entretenimiento 

18% 

Servicios en el 
hogar 
12% 

Cuidado personal 
5% 

Barbados 
Electricidad 

83% 

Educación y 
salud 
7% 

Alimentos 
3% 

Servicios en el 
hogar 

3% 

Chile 
Electricidad 

62% 

Servicios en el 
hogar 
17% 

Alimentos 
9% 

Transporte 
público 

4% 

Costa 
Rica 

Electricidad 
71% 

Alimentos 
11% 

Entretenimiento 
8% 

Servicios en el 
hogar 

6% 

Ecuador 
Electricidad 

49% 
Alimentos 

28% 

Servicios en el 
hogar 

7% 

Bienes duraderos 
6% 

Guatemala 
Electricidad 

72% 
Alimentos 

15% 
Bienes duraderos 

6% 
Vestido 

3% 

Jamaica 
Electricidad 

69% 
Alimentos 

12% 

Servicios en el 
hogar 

5% 

Bienes duraderos 
4% 

Nicaragua 
Electricidad 

39% 
Alimentos 

26% 

Servicios en el 
hogar 
16% 

Agua 
11% 
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Paraguay 
Electricidad 

67% 

Servicios en el 
hogar 
16% 

Alimentos 
10% 

Bienes duraderos 
2% 

Fuente: Elaboración propia.  

En todos los países los hogares en el quintil inferior son principalmente afectados por el 
efecto directo del aumento del precio de la electricidad. Los alimentos y servicios en el hogar 
(incluyendo rentas y construcción) tienden a ocupar el segundo y tercer lugar. Esto sugiere 
que las intervenciones focalizadas en estos sectores podrían ser una de las formas de 
proteger a los hogares pobres del impacto del aumento de los precios de la electricidad. 

Impactos condicionados en el bienestar 

En comparación con los combustibles el acceso a la electricidad es mucho más amplio y 
uniforme en todos los quintiles en la mayoría de los países de ALC, de modo que los análisis 
condicionados y no condicionados no arrojan resultados significadamente diferentes para 
el aumento de los precios de la electricidad. De hecho, se ha progresado mucho en la región 
con respecto a lograr un acceso universal a la electricidad. En 2014 el acceso a la 
electricidad en ALC estaba estimado en un 97% (Banco Mundial, 2018). Es más, parte de 
la brecha entre los impactos condicionados y no condicionados provienen de limitaciones 
del método utilizado ya que la estimación del consumo de electricidad se ha basado en el 
gasto que se realiza en la misma, cuando en realidad muchos hogares pobres en la región 
pueden consumir electricidad sin pagar por ella.   

Corrección de los impactos distributivos 

Este análisis identifica los mecanismos específicos a través de los cuales los diversos 
hogares son impactados por los aumentos de precio de varios tipos de energía en cada 
país. Esto da una perspectiva sobre cómo podría compensarse la pérdida de bienestar en 
los hogares de menores ingresos. Por ejemplo, el transporte público es el canal principal a 
través del cual los hogares del quintil inferior son afectados por los aumentos de precio de 
la gasolina, lo que sugiere que el gasto público en transporte público (por ejemplo, 
exoneraciones de pago a los hogares vulnerables) puede ser una de las formas de proteger 
a estos sectores.4 

Aunque los subsidios a la energía pueden ser efectivos en cuanto a proteger a los 
hogares pobres de los aumentos de precio de la energía, son una forma muy ineficiente de 
hacerlo. Los subsidios a la energía son una forma muy costosa de redistribuir ingresos a 
los hogares pobres. En promedio en todos los países y tipos de energía el análisis sugiere 
que le costaría al gobierno US$12 transferir US$1 de ingreso a los hogares en el quintil más 
pobre utilizando subsidios a la energía.  

De los productos energéticos estudiados, la gasolina y el diésel son los más 
ineficientes para proveer ingresos al quintil inferior en todos los países de la muestra, ya 
que cuestan en promedio US$14 por dólar que beneficia al quintil inferior. Utilizar gas o 
GLP, los combustibles más favorables a los hogares pobres en la muestra, cuesta cerca de 
US$9 por dólar. Finalmente, usar electricidad como un mecanismo para la redistribución 
del ingreso también es costoso, ya que en promedio cuesta US$12 por dólar de subsidio al 

                                                

4  Exceptuar al transporte público de los impuestos energéticos podría ser otra opción, aunque 
hacerlo eliminaría el incentivo para que los operadores de transporte público adopten tecnologías 
energéticas más eficientes. 
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quintil más pobre. El cuadro 7 presenta el costo de proveer US$1 a los hogares en las cinco 
categorías de ingreso, utilizando gasolina y diésel, electricidad, y GLP y gas natural en cada 
uno de los once países de la muestra.  

Cuadro 7. Costo fiscal de distribuir US$1 a los hogares en diferentes quintiles de 
ingreso utilizando subsidios a diferentes tipos de energía por país (en dólares) 

  Inferior Segundo Tercero Cuarto Superior 

Argentina 

Diésel y gasolina 11,5 7,5 5,6 4,2 2,8 

Electricidad 8,2 6,6 5,6 4,3 3,2 

Gas natural y GLP 8,2 6,6 5,4 4,4 3,2 

Bahamas 
Diésel y gasolina 9,1 6,2 5,0 4,4 3,3 

Electricidad 7,9 5,9 5,0 4,5 3,6 

Barbados 
Diésel y gasolina 18,9 11,4 8,5 6,2 1,7 

Electricidad 11,8 8,3 6,6 5,4 2,2 

Chile 

Diésel y gasolina 11,8 7,7 6,1 4,5 2,5 

Electricidad 8,0 6,7 5,9 4,9 2,8 

Gas natural y GLP 9,2 6,0 5,1 4,2 3,4 

Costa Rica 

Diésel y gasolina 17,9 9,8 7,0 4,4 2,1 

Electricidad 8,4 6,7 5,7 4,6 2,9 

Gas natural y GLP 6,5 5,4 5,0 5,1 3,8 

Ecuador 

Diésel y gasolina 12,5 8,4 6,6 4,9 2,3 

Electricidad 10,0 7,1 5,9 4,6 2,7 

Gas natural y GLP 6,4 5,6 5,4 5,0 3,6 

Guatemala 

Diésel y gasolina 18,7 10,7 7,4 4,8 2,0 

Electricidad 13,8 8,7 6,1 4,3 2,4 

Gas natural y GLP 55,8 11,4 5,1 3,3 2,5 

Jamaica 

Diésel y gasolina 13,7 8,4 6,6 4,8 2,2 

Electricidad 12,3 7,5 5,9 4,8 2,5 

Gas natural y GLP 11,6 6,9 5,6 4,6 2,7 

Nicaragua 

Diésel y gasolina 15,6 9,0 6,1 4,6 2,3 

Electricidad 11,9 7,7 6,0 4,5 2,5 

Gas natural y GLP 14,2 7,3 5,2 4,1 2,8 

Paraguay 

Diésel y gasolina 11,9 8,2 5,6 4,7 2,5 

Electricidad 11,8 7,7 5,6 4,5 2,6 

Gas natural y GLP 13,2 5,6 4,7 4,0 3,5 

Uruguay Diésel y gasolina 19,7 9,9 6,9 4,5 2,1 
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Electricidad 12,1 7,8 5,9 4,6 2,5 

Gas natural y GLP 7,9 6,5 5,6 4,7 3,0 

Fuente: Elaboración propia.  
 

Estas cifras se comparan desfavorablemente con el costo de otras alternativas de provisión 
de ingresos a los hogares pobres. Por ejemplo, los programas de transferencia monetarias 
son reconocidos como una de las formas más eficientes de asistencia social a los hogares 
pobres en los países en desarrollo (Bastagli et al., 2016; Blattman y Niehaus, 2014; Cecchini 
y Madariaga 2011). En Ecuador, por ejemplo, la mitad del dinero gastado en el programa 
de transferencia de efectivo conocido como Bono de Desarrollo va al 40% más pobre de 
los hogares del país. Aunque la focalización es imperfecta, le cuesta al gobierno solo US$2 
por cada US$1 recibido por el 40% de la población (Expresso, 2015). De hecho, entre los 
56 programas de asistencia social en ALC, las transferencias monetarias son el programa 
que muestra el mejor desempeño en términos de alcanzar a la población de menores 
recursos (Lindert, Skoufias y Shapiro, 2006). Un estudio de 18 países realizado por el BID 
encontró que en ALC transferir US$1 a los hogares pobres tiene un costo promedio de 
US$1,9 si se utilizan programas de transferencia de dinero (Cavallo y Serebrisky, 2016). 

Independientemente de si los efectos totales de incrementar los precios de la 
energía son progresivos, regresivos o neutros para el bienestar de los hogares, eliminar los 
subsidios o crear impuestos a la energía puede hacer daño a los hogares pobres y de clase 
media, así como a los votantes. El hecho de que los hogares de mayores ingresos sean 
más afectados por un impuesto o por la eliminación de un subsidio no es necesariamente 
un consuelo para los hogares vulnerables que se enfrentan a precios crecientes de los 
bienes básicos y servicios. La buena noticia es que los gobiernos pueden proteger a los 
hogares pobres y de clase media baja de los impactos directos e indirectos de los aumentos 
de precio de la energía redireccionando solamente una fracción de los ahorros 
presupuestarios obtenidos con la reducción de subsidios o con la creación de impuestos 
hacia esquemas de compensación focalizados y más eficientes.   

Específicamente, el análisis muestra que en principio sería suficiente redireccionar 
solo el 19% de los ahorros potenciales de un incremento de los precios de la gasolina y el 
diésel a esquemas de compensación bien focalizados, con el fin de neutralizar los impactos 
de los aumentos de precios en el bienestar del 40% más pobre de los hogares. 
Aproximadamente el 27% de la recaudación fiscal que resulta de la eliminación de subsidios 
o incremento de impuestos al gas natural o GLP sería suficiente para compensar a los dos 
quintiles inferiores. Finalmente, cerca del 21% de los ahorros ganados en un aumento lineal 
de los precios de la electricidad sería suficiente para compensar el 40% inferior de los 
hogares por su pérdida de bienestar.  

El cuadro 8 provee un desglose por país y combustible de la porción de ahorros 
necesaria para compensar a los hogares en todos los quintiles de ingreso, aunque los 
hogares de ingresos más altos no deben ser necesariamente compensados por estas 
pérdidas de bienestar.  

 

Cuadro 8. Porcentaje de recursos del gobierno provenientes de la eliminación de 
subsidios o de impuestos a la energía necesaria para compensar a los hogares 

  Inferior Segundo Tercero Cuarto Superior 
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Argentina 

Diésel y gasolina 8,7 21,9 39,7 63,7 100 

Electricidad 12,2 27,4 45,3 68,5 100 

Gas natural y GLP 12,1 27,2 45,8 68,6 100 

Bahamas 
Diésel y gasolina 10,9 27,0 47,1 69,8 100 

Electricidad 12,7 29,6 49,6 71,8 100 

Barbados 
Diésel y gasolina 5,3 14,1 25,9 42,0 100 

Electricidad 8,5 20,5 35,6 54,1 100 

Chile 

Diésel y gasolina 8,5 21,4 37,8 59,9 100 

Electricidad 12,5 27,3 44,3 64,7 100 

Gas natural y GLP 10,9 27,6 47,4 71,0 100 

Costa Rica 

Diésel y gasolina 5,6 15,7 30,1 52,9 100 

Electricidad 11,9 26,7 44,2 65,7 100 

Gas natural y GLP 15,4 33,9 53,7 73,4 100 

Ecuador 

Diésel y gasolina 8,0 20,0 35,0 55,6 100 

Electricidad 10,0 24,2 41,2 62,8 100 

Gas natural y GLP 15,7 33,6 52,2 72,4 100 

Guatemala 

Diésel y gasolina 5,4 14,7 28,2 48,9 100 

Electricidad 7,3 18,7 35,1 58,2 100 

Gas natural y GLP 1,8 10,6 30,2 60,3 100 

Jamaica 

Diésel y gasolina 7,3 19,1 34,3 55,0 100 

Electricidad 8,2 21,4 38,3 59,3 100 

Gas natural y GLP 8,6 23,2 40,9 62,6 100 

Nicaragua 

Diésel y gasolina 6,4 17,5 34,0 55,6 100 

Electricidad 8,4 21,4 38,2 60,6 100 

Gas natural y GLP 7,0 20,7 39,9 64,3 100 

Paraguay 

Diésel y gasolina 8,4 20,6 38,5 60,0 100 

Electricidad 8,5 21,4 39,4 61,8 100 

Gas natural y GLP 7,6 25,4 46,7 71,6 100 

Uruguay 

Diésel y gasolina 5,1 15,1 29,7 52,0 100 

Electricidad 8,3 21,2 38,1 60,1 100 

Gas natural y GLP 12,7 28,1 45,9 67,1 100 

Fuente: Elaboración propia.  

El cuadro 8 muestra la fracción de la recaudación fiscal que los gobiernos necesitarían 
gastar en medidas compensatorias que se enfoquen en, y cubran a, los hogares pobres 
eficazmente. Sin embargo, no refleja el ingreso en el gasto que se necesitaría si los 
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gobiernos deciden compensar a esos hogares usando los programas existentes de 
transferencia monetarias u otros programas de protección social. Si los gobiernos usan 
esquemas imperfectos para compensar a los hogares, podrían necesitar gastar más de lo 
que se reporta en el cuadro. Este tema queda abierto para investigaciones posteriores.  

Para que los gobiernos protejan a los hogares pobres de los aumentos de los precios 
de la energía una posibilidad es expandir los esquemas de protección social tales como las 
transferencias monetarias. En lugar de los incentivos perversos que son creados por los 
subsidios energéticos se ha hallado que las transferencias condicionadas y no 
condicionadas de dinero pueden reducir la pobreza de forma exitosa (especialmente en el 
caso de las mujeres y niñas); mejorar la asistencia escolar (con cierta evidencia de 
mejoramiento del desarrollo cognitivo); incrementar la captación de los servicios de salud; 
aumentar la diversidad nutricional y mejorar los indicadores de masa y peso corporal; 
reducir la falta de crecimiento y malnutrición; estimular el ahorro y la inversión en activos 
productivos y ganadería; fomentar la creación de negocios; aumentar la participación de los 
adultos en la fuerza laboral y reducir el trabajo infantil; e incrementar las tasas de empleo 
(Bastagli et al., 2016; Blattman y Niehaus, 2014; Cecchini y Madariaga, 2011). Más aún, tal 
como se mencionó previamente, las experiencias muestran que los programas de 
transferencia monetarias en ALC son una herramienta eficiente para la redistribución del 
ingreso a los hogares pobres (Robles, Rubio y Stampini, 2015).  

Si se compara el costo de los subsidios energéticos con las transferencias de dinero, 
parece que los gobiernos pueden subir el precio de la energía al mismo tiempo que inician 
nuevos programas de transferencia monetarias o expanden aquellos que ya existen a un 
costo presupuestario total más bajo y con mejores resultados. Hacerlo podría reducir los 
onerosos costos económicos, sectoriales y ambientales asociados a la energía barata, y al 
mismo tiempo promover varios aspectos del desarrollo humano.  

Por supuesto, las transferencias monetarias no están exentas de problemas. Más 
importante aún: la cobertura de la gente pobre por los programas existentes de 
transferencia de dinero es baja en muchos países. Un estudio del BID sugiere que en el 
país latinoamericano promedio solo el 43% de la gente pobre se beneficia de estos 
programas (Robles, Rubio y Stampini, 2015). En algunos países los beneficios del bajo 
precio de la energía podrían llegar a más personas que los actuales esquemas de 
protección social. Por tanto, las medidas de compensación a las pérdidas de bienestar 
derivadas de los aumentos en los precios de la energía deben ser cuidadosamente 
diseñadas. 

Asegurarse de que todos o la mayoría de los perjudicados en una reforma a los 
subsidios sean compensados con transferencias monetarias puede requerir la expansión 
de los programas existentes o la creación de nuevos esquemas. La mayoría de los países 
en ALC tienen algún programa de transferencia condicionado o no condicionado 
funcionando (Honorati, Gentilini y Yemtsov, 2015). Para lograr un alcance efectivo a las 
poblaciones que realmente lo necesitan, algunos países se han movido hacia las 
transferencias universales a fin de asegurar que todo el mundo esté cubierto. Por ejemplo, 
Irán implementó un programa de transferencia cuasi universal (alrededor de US$45 al mes 
per cápita) como parte de sus reformas energéticas. Las transferencias universales pueden 
ayudar con la reforma de los subsidios a los combustibles, ya que nadie queda excluido de 
los beneficios (aunque siempre habrá perdedores netos). Adicionalmente, si la oposición a 
la reforma de los subsidios es más fuerte en la clase media que entre los pobres, cubrir la 
clase media con la compensación, aunque sea parcialmente, puede hacer que la reforma 
sea más aceptable.  
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Discusión y conclusiones 

Los subsidios a la energía son una forma costosa de redistribuir ingreso a los hogares 
pobres. Los impuestos al carbono o a la energía serían políticas climáticas eficientes, pero 
eliminar los subsidios o establecer impuestos a la energía puede causar daños a los 
hogares vulnerables y hacer que la reforma de precios a la energía sea difícil políticamente. 

La experiencia internacional en cuanto a reformar los subsidios a la energía sugiere 
que cuando los países reemplazan los subsidios con transferencias directas de dinero sus 
probabilidades de éxito aumentan significativamente. De hecho, en Medio Oriente y Norte 
de África todos los casos en los que se introdujeron políticas de transferencias monetarias 
estuvieron asociados con resultados exitosos, mientras que solo el 17% de los casos en los 
cuales no se utilizaron las transferencias terminaron siendo reformas exitosas (Sdralevich, 
Sab y Zouhar, 2014).  

El análisis presentado en este artículo provee estimados acerca de qué fracción de 
los ingresos fiscales provenientes de la reforma de los precios de la energía sería necesario 
reciclar fiscalmente para compensar a los hogares vulnerables por los impactos directos e 
indirectos de los aumentos de precios. En promedio, en los 11 países de ALC el 19% de 
las ganancias del impuesto a la gasolina, el 21% de las ganancias de una reforma de los 
precios de la electricidad y el 27% de las ganancias provenientes del aumento de precios 
del gas y el GLP serían suficientes, en principio, para compensar a los hogares de los dos 
quintiles más pobres de la población. 

Las medidas en especie, tales como transporte público subsidiado, cupones para 
alimentos o programas de alimentación escolar, expansión de la atención médica primaria, 
electrificación en las zonas pobres y rurales, y distribución de bombillas eficientes podrían 
complementar las transferencias monetarias (Fay et al., 2015; FMI, 2013). Los resultados 
obtenidos contribuyen a resaltar los canales específicos a través de los cuales los aumentos 
en los precios de la energía podrían afectar a los hogares pobres, directa e indirectamente, 
y esto puede ayudar a los gobiernos en el diseño de estas medidas de compensación. En 
términos generales, el transporte público y la alimentación son los canales principales a 
través de los cuales los hogares pobres son afectados por los aumentos de precio de la 
gasolina, mientras que el impacto directo de los aumentos en electricidad y GLP son los 
canales más significativos. 

Cualquiera sea el paquete compensatorio la experiencia internacional de las 
reformas a los subsidios y a los impuestos ambientales sugiere que una comunicación 
efectiva acerca de los ahorros y beneficios de la reforma es esencial (Dresner et al., 2006). 
En muchos casos, la población general no sabe cuánto gasta el gobierno en los subsidios 
a la energía o cómo su reducción puede generar más espacio fiscal para gastar en 
programas de protección social, salud, transporte público y educación. Proporcionar esta 
información y comunicar de qué manera los paquetes de políticas complementarias pueden 
transformar a perdedores en ganadores puede facilitar la economía política de la reforma 
(Fay et al., 2015; Vogt-Schilb y Hallegatte, 2017). 
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Anexo. Cuadros y gráficos de apoyo 

Cuadro A1. Incremento en los precios de la gasolina y el diésel (en porcentaje del 
precio corriente) 
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Diésel y gasolina 19 59 26 19 21 86 24 20 24 22 14 22 

Fuente: Elaboración propia.  
 

Cuadro A2. Incremento en los precios de la electricidad (en porcentaje de la tarifa 
promedio corriente) 
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Electricidad 120 47 24 33 59 62 43 18 27 130 36 43 

Fuente: Elaboración propia.  
 

Cuadro A3. Comparación del impacto simulado del incremento de los precios de la 
electricidad en diferentes hogares entre los escenarios de incremento de tarifas y 

precio promedio (en porcentaje del ingreso del hogar) 

 
Inferior Segundo Tercero Cuarto Superior 

Aumento de los aranceles 1,68 1,09 0,72 0,53 0,28 

Precio promedio 1,57 1,04 0,71 0,55 0,29 

Fuente: Elaboración propia.  
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Gráfico A1. Distribución presupuestaria para los quintiles inferior y superior del 
ingreso en los países de ALC (en porcentaje del gasto corriente) 
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Fuente: Elaboración propia.  
 

Gráfico A2. Consumo de electricidad basado en el incremento de la tarifa 

 

Fuente: Elaboración propia.  


